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1.- INTRODUCCIÓN 

Yalentín BOU FRANCH * 
Asociado del /.H.L.A.D.I. 

El Estatuto del Tribunal Internacional Militar de Nuremberg reconoció 
en su artículo 6.c) dos categorías distintas de crímenes de lesa humanidad. 
La primera fueron los crímenes contra la humanidad. La segunda catego­
ría fue el crimen de persecución que, en su evolución normativa posterior, 
dio lugar a la aparición del crimen de genocidio. El Estatuto del Tribunal 
Internacional Militar de Nuremberg definió esta segunda categoría de cri­
men de lesa humanidad como "la persecución por motivos políticos, 
raciales o religiosos para cometer cualquier crimen que sea de la compe­
tencia del Tribunal o en relación con ese crimen"( 1 ). Se acepta que en las 
sentencias de 30-IX-1946 y de l -X-1946 del Tribunal Internacional 
Militar de Nuremberg apareció por primera vez el delito de genocidio, al 
considerar este Tribunal que la destrucción intencional de grupos en su 

* Profesor Titular de Derecho Internacional Público y Relaciones Internacionales. 
Universidad de Valencia. España. 

( 1) Véase CLARK, R. S.; RESHETOV. l. A., ( 1990). "Crimes against Humanity". En: George 
Ginsburgs; Vladimir N. Kudriavtsev (eds.). The N11remberg Tria/ and lnternatio11a/ Lnw, Martinus 
Nijhoff Publishers, Dordrecht. pp. 180-192. Según el Principio VI.e) de los Principios de Derecho 
Internacional reconocidos por el Estatuto y por las Sentencias del Tribunal de Nuremberg. tal y 
como fueron aprobados por la Comisión de Derecho Internacional (COI) en 1950 y presentados a 
la Asamblea General: "Los delitos enunciados a continuación son punibles como delitos de 
Derecho Internacional: e) Delitos contra la humanidad: El asesinato, el exterminio, la esclaviza­
ción, la deportación y otros actos inhumanos cometidos rnntra cualquier población civil, o la per­
secución por motivos políticos, raciales o religiosos, cuando tales actos sean cometidos o tales per­
secuciones sean llevadas a cabo al perpetrar un delito contra la paz o un crimen de guerra, o en 
relación con él". Cfr. NU, doc. A/CN.4/368 ( 13 de abril de 1983): Proyecto de Crídigo de Delitos 
contra la Paz y la Seguridad de la H11111a11idad - Compendio de instru111e11to.1· illlemaciona/eJ l'er­
tinentes. 
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totalidad o en una parte sustancial era un delito contra la humanidad, es 
decir, una combinación de los delitos de exterminio y de persecución 
debida a motivos políticos, raciales o religiosos (2). La CDI ha recordado 
más recientemente que el Tribunal Internacional Militar de Nuremberg, al 
condenar a alguno de los acusados de crímenes contra la humanidad sobre 
la base de este tipo de conducta, confirmó de esta forma el principio de 
responsabilidad y castigo individuales de tales conductas como crímenes 
de Derecho Internacional (3). 

Poco después de las sentencias del Tribunal de Nuremberg, el crimen 
de genocidio emergió en la práctica internacional. Su configuración doc­
trinal la realizó Raphael Lemkin en 1944 (4). Nada más crearse la ONU, 
la Asamblea General afirmó en 1946 que este tipo de crímenes contra la 
humanidad consistente en la persecución o "genocidio" constituía un cri­
men de Derecho Internacional por el que las personas debían ser castiga­
das (5). Muy poco después, la Asamblea General adoptó la Convención 
para la prevención y sanción del delito de genocidio (9-XII-1948) (6). En 
su preámbulo, la Asamblea General reconoció que en todos los períodos 
de la historia el genocidio ha infligido grandes pérdidas a la humanidad, 
por lo que estableció las bases de la cooperación internacional para "libe­
rar a la humanidad de un flagelo tan odioso". 

La Convención sobre el genocidio ha sido ampliamente aceptada por 
la comunidad internacional y ratificada por la inmensa mayoría de los 
Estados. Los principios en los que la Convención se basa han sido reco­
nocidos por la Co11e Internacional de Justicia como vinculantes para 
todos los Estados, aún sin necesidad de una obligación convencional (7). 
Además de su carácter consuetudinario, el crimen de genocidio se consi­
dera una norma de jus cogens (8). En su artículo I, la Convención afirma 

(2) Kayishema y R1d11da11a. sentencia de Ja Sala Segunda de Primera Instancia (SSPI-2) del 
Tribunal Internacional Penal para Ruanda (TIPR), de 21-V-1999, párs. 88-89. 

(3) NU. doc. A/51110: li!forme de la CD/ sobre la labor reali~ada en su 48º período de sesio­
nes. p. 93. pár. 2. 

(4) LEMKIN. R .. AxiJ Rule in Ocrnpied Europe. Dotación Carncgic para Ja Paz Internacional. 
Washington, 1944. pp. 79-95 . 

(5) Resolución 96 (1). de J l-Xll-1946. de la Asamblea General. 
(6) Adoptada y abierta a Ja firma y ratificación. o adhesión, por Ja resolución 260 A (fil). de 9-

Xll- 1948. de Ja Asamblea General. 
(7) /.C.J. Reporrs 1951. p. 23. 
(8) En Ja jurisprudencia del TIPR. véase Kayishema y Rtdndana. SSPl-2. de 21-V-1999. pár. 

88. 
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que el genocidio es un delito de Derecho Internacional que se puede 
cometer tanto en tiempo de paz como en tiempo de guerra (9). De esta 
forma, el crimen de genocidio se diferenció de los crímenes contra la 
humanidad, pues si éstos se caracterizan por haberse cometido en el 
marco de un ataque generalizado o sistemático contra la población civil, 
lo que define al crimen de genocidio es la intención especial de destruir, 
total o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como 
tal. 

El artículo II de la Convención sobre el genocidio proporciona una 
definición del crimen de genocidio que ha sido ampliamente aceptada y 
reconocida generalmente como la definición autorizada de este crimen. 
Esta misma disposición se ha reproducido en el artículo 4 del Estatuto del 
Tribunal Internacional penal para la antigua Yugoslavia (TIPY), en el artí­
culo 2 del Estatuto del TIPR, en el artículo 17 del Proyecto de Código de 
la COI de crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad, en el 
artículo 6 del Estatuto de la Corte Penal Internacional (CPI), así como en 
la inmensa mayoría de las legislaciones penales nacionales ( 10). 

Sin embargo, a pesar de una aceptación tan amplia de la Convención 
sobre el genocidio en general y de su definición jurídica del crimen de 
genocidio en particular, tuvieron que transcurrir casi cincuenta años antes 
de que un tribunal internacional emitiera su primera sentencia condenato­
ria impuesta a un individuo por cometer el crimen de genocidio. Este 
evento se le atribuye a la Sala Primera de Primera Instancia (SPI-1) del 
TIPR ( 11) en el asunto Akayesu ( 12). Apenas dos días después, la misma 

(9) La Convención no incluye el requisito de la existencia de un nexo con los crímenes contra 
la paz o con los crímenes de guerra, que sí se contenía en el Estatuto del Tribunal Internacional 
Militar de Nuremberg, al referirse a la "persecución(. .. ) para cometer cualquier crimen que sea de 
la competencia del Tribunal o en relación con ese crimen". 

(IO)VAN SCHAAK, B., "The Crime of Political Genocide: Repairing the Genocide 
Convention's Blind Spot", The Ya/e Law Joumal, 10617. J 997. pp. 2259-2291; RATNER, S., "The 
Genocide Convention after fifty years: Contemporary strategies for combating a crime against 
Humanity", Proceedings o{ the American Socie1y of /11ternatio11al Law, 1998, pp. 1-13; MERON, 
T., "Evolution of substantive lntemational Criminal Law through specialized Intcrnational 
Criminal Tribunals and the lntemational Criminal Court". Pmceedingv 0{1he Amerirn11 Sociefy of 
lntematio11al la»: 2000. pp. 276-286. 

( 11) Sobre el TIPR existen abundantes estudios drn: trinales. Véanse MOUTON, J. D., "La 
crise rwandaise de 1994 et les Nations Unies", Anmwire franrais de droi1 internafional, 40, 1994, 
pp. 214-244: MERON, T., "lnternational Criminalization of lntemal Atrocities". American Journal 
ofln1erna1ional Law. 89/3. 1995, pp. 554-577; MUBlALA, M., "Le tribunal international pour le 
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Sala del TIPR pronunció, en el asunto Kambanda, la que, hasta la fecha, 
es la primera y única sentencia internacional condenando a un Primer 
Ministro en activo como responsable penal del crimen de genocidio (13). 
Desde entonces, el TIPR ha consolidado una jurisprudencia muy firme 
acerca de los crímenes sobre los que tiene competencia ratione materiae 
(14). De esta jurisprudencia destaca por su importancia, y será objeto de 
análisis a continuación, sus doctrinas acerca de la definición del crimen 
de genocidio ( 15). 

Rwanda: vraie ou fausse copie du tribunal pénal international pour l'Ex-Yougoslavie?". Rei•ue 
Générale de Droir lnrernarional Public. 1995/4. pp. 929-954; RODRÍGUEZ MARÍN. E .. "La ..:re­
ación del Tribunal Internacional para Ruanda por medio de la Res. 955 ( 1994) de la Asamblea 
General de NN.UU.". Re1'ista fapmiola de Dereclw lnremacional. 46. 1995. pp. 884-889; AKHA­
VAN. P., "The lnternational Criminal Tribunal for Rwanda: The Politics and Pragmatics of 
Punishment". American )011rnal of lntef'llafional Law. 95/ I. 1996. pp. 501-509; JOHNSON. L. D .. 
''The lnternational Tribunal for Rwanda", Revue lnternational de Dmir Pénal - lntemarional 
Rei•iew o{ Penal Law. 67. 1996, pp. 211-232; SHRAGA. D.; ZACKLIN. R .. "The lnternational 
Criminal Tribunal for Rwanda". E11ropean )011/'llal of lnrernarional U1w. 7/4, pp. 501-518; 
APTEL. C .. "The lnternational Criminal Tribunal for Rwanda". lnremarional Rei•iew of rlle Red 
Cross. 321. 1997. pp. 675-683; HARHOFF. F., "The Rwanda Tribunal. A presentation of some 
legal aspects", lnternational Rel'iew of rlle Red Cross. 321. 1997. pp. 665-673; HOWLAND. T.; 
CALATHES. W .. "The UN's lnternational Criminal Tribunal. Is it Justice or Jingoism for 
Rwanda?", Virginia Joumal of lntemati1111a/ Law, 3911. 1998. pp. 135-167; NIANG. M .. "Le 
Tribunal pénal intemational pour le Rwanda. Et si la contumace était possibile!". Revue Générale 
de Droit lnrernational P11blic. 103/2. 1999. pp. 379-403: etc. Sobre el genocidio de Ruanda. véase 
OPPENHEIM. J.. "The Rwanda crisis - historical background", Tlle ASIR f,aw Rei•iew, 1/2, 1997. 
pp. 65-118; JOSHI, R., "Genocide in Rwanda: the root causes". East African Joumal of Peace mu/ 
Human RiE?llts. 311, 1997. pp. 51 -91; MORRIS. V.; SCHARF. M .. ·'The Legal and Factual 
Circumstances that Led to the Establishment of the Rwanda Tribunal'·. En: The lntemational 
Criminal Tribunal for Rwanda. New York. Transnational Publishers lnc .. pp. 48-73. 

( 12) El TIPR consideró al S1: Jea11-Pa11I Akayes11 culpable. entre otros. de los cargos de come­
ter genocidio y de instigación directa y pública a cometer genocidio. Akaye.rn. SSPl-1. de 2-IX-
1998. pár. 745. 

( 13) El TIPR condenó al S1: lean Kambanda a cadena perpetua tras considerarle culpable, 
entre otros. de los siguientes cuatro cargos: comisión de genocidio. conspiración para cometer 
genocidio, instigación directa y pública a cometer genocidio y complicidad en el genocidio. 
Kambanda. SSPl-1. de 4-IX-1998. párs. 40 y 63. 

(14) Según su Estatuto, el TIPR es competente para conocer del crimen de genocidio (art. 2). 
de los crímenes de lesa humanidad (art. 3) y de las violaciones graves del artículo 3 común a los 
Convenios de Ginebra y del Protocolo Adicional 11 de los Convenios (art. 4). Véase MUSUNGU. 
S. F.: LOUW, L., "The pursuit of Justice in Post-genocide Rwanda: an evaluation of the intema­
tional and domestic legal responses" , Easr African )011/'lla/ of Peace a1UI Human Rights, 7/2. 2001. 
pp. 196-2 14: TORRES PÉREZ. M.: BOU FRANCH. V., La rnntrib11cúí11 del Tribunal 
lntemacional Penal para R11anda a la conjig11raci<Í11 jurídica de los crímenes intemacionales. 
2004. Valencia. Tirant lo Blanch. 486 págs. 

( 15) En estas tareas ha resultado de gran ayuda práctica el hecho de que la Sala de Apelaciones 
(SA) del TIPY y del TIPR sea el mismo órgano judicial. 
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El TIPR es competente para juzgar el crimen de genocidio conforme al 
artículo 2 de su Estatuto, que es una reproducción de los artículos 11 y III 
de la Convención para la Prevención y la sanción del Delito de Genocidio, 
que fue adoptada el 9 de diciembre de 1948 ( 16 ). En consecuencia, el 
Estatuto del TIPR define al crimen de genocidio de la siguiente manera: 

"Artículo 2. Genocidio.-( ... ) 2. Por genocidio se entenderá cualquiera de 
los actos que se enumeran a continuación, perpetrados con la intención de 
destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso 
como tal: 

a) Matanza de miembros del grupo; 

b) Lesiones graves a la integridad física o mental de los miembros del 
grupo; 

c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de vida que hayan de 
acarrear su destrucción física, total o parcial; 

d) Imposición de medidas destinadas a impedir los nacimientos dentro del 
grupo; 

e) Traslado por Ja fuerza de niños del grupo a otro grupo". 

Como ocurre con los otros crímenes, el crimen de genocidio requiere 
que se compruebe la existencia tanto del mens rea como del act11s reus. El 
mens rea del crimen de genocidio comprende la intención específica o 
doius specialis descrito en la cláusula general del artículo 2.2 del Estatuto, 
es decir, la comisión de un acto genocida "con la intención de destruir, 
total o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como 
tal". El actus reus consiste en cualquiera de los cinco actos materiales 
enumerados en el artículo 2.2. 

2.1.- EL ELEMENTO SUBJETIVO (MENS REA O DOLUS SPECIA­
LIS) DEL CRIMEN DE GENOCIDIO 

El TIPR ha recordado que, de manera contraria a la creencia popular, 
el crimen de genocidio no implica la exterminación fáctica de un grupo 
en su totalidad, sino que se comete el crimen de genocidio cuando se rea-

(16) El Proyecto de Convención fue aprobado en Ja Sesión Plenaria de la Asamblea General 
por 55 votos a favor. ninguno en contra y ninguna abstención. La Convención fue inmediatamen­
te firmada por 22 Estados. Ruanda se adhirió. mediante decreto legislativo, a la Convención sobre 
el genocidio el 12-11-1975. 
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liza alguno de los actos descritos en el artículo 2.2.a) a 2.2.e) de su 
Estatuto con la intención específica de destruir "total o parcialmente" a un 
grupo nacional, étnico, racial o religioso. El genocidio se distingue de 
otros crímenes en la medida en que implica la existencia de una intención 
especial o dolus specialis ( 17). La intención especial de un crimen es la 
intención especial, que se exige como elemento constitutivo de ese cri­
men, que requiere que el acusado claramente busque producir el acto que 
se le imputa. En el caso del crimen de genocidio, esta intención especial 
consiste en "el intento de destruir, total o parcialmente, el grupo nacional, 
étnico, racial o religioso como tal" (l 8). Como indicó el delegado del 
Brasil en los trabajos preparatorios de la Convención sobre el genocidio: 

"El genocidio se caracteriza por el hecho de una intención concreta de 
destruir a un grupo. En ausencia de tal hecho, cualquiera que sea el grado de 
atrocidad de un acto y por muy similar que pueda ser a los actos descritos en 
la Convención, ese acto no podría considerarse corno genocidio" ( 19). 

En concreto, el TIPR ha insistido en que para que cualquiera de los 
actos enumerados en el artículo 2.2 de su Estatuto sea un elemento cons­
titutivo del crimen de genocidio, ese acto debe haberse cometido contra 
uno o varios individuos porque tal individuo o individuos eran miembros 
de un grupo concreto y especialmente porque pertenecían a ese grupo(20). 
Éste es el significado de la expresión "un grupo ( ... ) como tal". De esta 
forma, la víctima resultó elegida no en razón de su identidad individual, 
sino más bien en razón de su pertenencia a un grupo nacional, étnico, 

( 17) Es esta intención especial la que distingue al crimen de genocidio del delito ordinario de 
asesinato. Ka_lúhema y R1ónda11a. SSPl-2. de 2 l-V-1999. pár. 89. En la doctrina. véase MORRIS. 
V.: SCHARF. M. P .. The lnrernarional Criminal Tribunal for Rwanda. Transnational Publishers 
lnc .. 1998. p. 167. 

( l 8)Akaye.rn SSPl-1 de 2-IX-1998. párs. 497-498 y 517-518; Kayishema y Ruúndana. SSPl-
2. de 21-V-1999. pár. 91: Ruraganda, SSPl-1. de 6-Xll-1999. pár. 59: Musema, SSPl-1. de 27-1-
2000. pár. 164: Bagilishema. SSPI-1 . de 7-VI-200 l. párs. 60-6 L Nrakirutimana y Nrakir111i111a11a. 
SSPl-1. de 21-11-2003. pár. 784; Seman:a. sentencia de la Sala Tercera de Primera Instancia (SSPl-
3). de l 5-V-2003, pár. 31 L Nragerura, Bagam/Jiki e /manishimwe. SSPl-3, de 25-11-2004. pár. 
662. 

( 19) Actas resumidas de las reuniones del Sexto Comité de la Asamblea General, del 21 de 
septiembre al 10 de diciembre de 1948, Actas Oficiales de la Asamblea General. p. 109. 

(20) De ahí que en el asunto Kayishema y Ruzindana. SSPl-2, de 2 l-V-1999, pár. 91, la SPI-
2 del TIPR opinara que para que se aprecie la existencia del crimen de genocidio. el mens rea debe 
formarse antes de que ocurran los actos genocidas: los actos genocidas concretos, por sí mismos. 
no requieren premeditación. pues la única consideración a tener en cuenta es la de si esos actos se 
realizaron en cumplimiento de la intención genocida. 



EL CRIMEN DE GENOCIDIO SEGÚN EL TRIBUNAL 139 

INTERNACIONAL PENAL PARA RUANDA 

racial o religioso. La víctima del acto es por lo tanto un miembro de un 
grupo, elegido como tal, lo que en consecuencia significa que la víctima 
del crimen de genocidio es el grupo mismo y no sólo el individuo. La per­
petración del acto del que es acusado un individuo se extiende, en conse­
cuencia, más allá de su comisión en la práctica, por ejemplo, el asesinato 
de una persona concreta, para abarcar la realización del propósito último 
de destmir, total o parcialmente, al grupo del que la persona asesinada 
sólo es un miembro más (21 ). De ahí que las SPI hayan afirmado que el 
"genocide constitutes the «e rime of e rimes»" (22). También la SA del 
TIPR ha calificado de igual manera al crimen de genocidio (23). 

Es interesante señalar que, en el asunto Niyitegeka, la SA del TIPR 
trató en extenso de esta cuestión. Ello se debió al recurso de apelación 
interpuesto por el condenado, alegando un error de Derecho cometido por 
la SPI-1 del TIPR al interpretar la expresión "un grupo ( ... ) como tal" de 
la manera en que se acaba de indicar. Según el apelante, las palabras 
"como tal" "should be interpreted as referring to a situation <nvhere the 
specific i11tent was to commit tlze specified acts against tlze group so/e/y 
because they were nzembers of suclz a group» ratlzer than a situation 
wlzere the specific intent «was to commit tlze specified acts against a 
gathering of persons beca use they were believed to be the enemy or sup­
porters of tlze enemy»" (24 ). Con esta argumentación, el apelante preten­
día que, al considerar la existencia del crimen de genocidio, el TIPR 
tuviera que determinar si los actos del perpetrador estuvieron motivados 
"exclusivamente" por la intención de destruir, total o parcialmente, al 
grupo protegido, o si el perpetrador estaba motivado por esa intención así 
como por otros motivos, lo que haría imposible su condena por genocida. 

(21) Akaye.rn, SSPl-1. de 2-IX-1998, pár. 521; R111aga11d11. SSPl-1. de 6-XII-1999, pár. 60: 
Musema, SSPl-1. de 27-1-2000. pár. 165: Bagilishema, SSPl-1. de 7-Vl-2001. pár. 61: Niyitegeka. 
SSPl-1, de 16-V-2003, pár. 410: Ndindabahiz.i, SSPI-1, de 15-VII-2003. pár. 454. Véase ROBIN­
SON, N., The Genocide Co111•e11tio11. lts Origins as /111e111retation, p. 15. En el asunto Nahimana, 
Barayagwiza y Nge~e. SSPl-1, de 3-XII-2003, pár. 948, la SPl- 1 concretó que los actos cometidos 
contra los opositores H11t11s se cometieron debido a su apoyo al grupo étnico Tursi y. en conse­
cuencia, en la realización de la intención de destruir al grupo étnico Tursi. 

(22) Akayesu. SSPI-1. <le 2-IX- 1998. pár. 8: Kayishema y R1dndana, SSPl-2, de 2 l-V-1999. 
pár. 9; Kambanda, SSPl-1, de 4-IX-1998, pár. 16: Sernshago, SSPl- 1, de 5-11- 1999, pár. 15; 
R11taga11da, SSPl-1, de 6-XII-1999, pár. 451; Musema, SSPl-1. de 27-1-2000. pár. 981; Kajt'lijeli, 
SSPl-2, de l-XII-2003, pár. 956. 

(23) Niyitegt'ka, SSA. de 9-Vll-2004, pár. 53. 
(24) Appella111'.1· Brief. p:ir. 82; Appellam'.1· Brief in Reply, pp. 18-20. 
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La SA, en el asunto Niyitegeka, comenzó por analizar los trabajos pre­
paratorios del Convenio sobre el genocidio. Recordó que durante la nego­
ciación de este Convenio los delegados discutieron en profundidad acer­
ca de si se incluía o no el requisito de los motivos en la definición del cri­
men de genocidio. Tras extensos debates, las palabras "como tal" se intro­
dujeron en el proyecto de Convenio para reemplazar a una referencia 
explícita a los motivos, contenida en un borrador anterior. El delegado de 
Venezuela, autor de esta propuesta, señaló que una enumeración de los 
motivos sería inútil e incluso peligrosa, ya que una enumeración restricti­
va sería un "arma poderosa" en manos de los perpetradores del genocidio, 
que les evitaría ser condenados por este crimen, ya que sus abogados adu­
cirían que los crímenes se habían cometido por razones distintas a las enu­
meradas en el artículo JI. El delegado de Venezuela afirmó que era sufi­
ciente con indicar que la intención era un factor constitutivo del cri­
men(25) y añadió que sustituir la declaración de motivos por las palabras 
"como tal" satisfaría las opiniones de aquéllos que deseaban retenerlas, ya 
que la declaración de motivos estaba implícita en las palabras "como tal" 
(26). 

La SA del TIPR ha asentado, a este respecto, una importante doctrina 
judicial, al afirmar que "criminal intent (mens rea) must not be confused 
with motive" y al declarar que "in respect of genocide, personal motive 
does not exclude criminal responsibility provided that the genocidal acts 
were committed with the requisite intent" (27). En el asunto Niyitegeka, la 
SA añadió lo siguiente: 

"The words «as such», howeve1; co11srirure 011 importa11t elemenr of ge110-
cide, the «cri111e of cri111es». Ir was deliberare/y i11cl11ded by rhe aurhors of the 
Ge11ocide Co11ve11tio11 in arder fo reconcile rhe two divergi11g approaches in 

(25) Actas Oficiales de la Asamhlea General , Sexto Comité, 76ª sesión ( 1948), p. 124. 
(26) lbíd., pp. 124-125. En la doctrina, vide BOOT. M .. Genocide. Cri111es Againsr H11111aniry. 

War Cri111es: Nu/111111 Crimen Sine Lege and tire Subject Marrer Jurisdiction of tire lnternational 
Cri111inal Court, 2002. pp. 411-414. 

(27) Kayishe111a y Ru~indana. SSA. de l-Vl-2001. pár. 161: Niyitegeka. SSA. de 9-Yll-2004. 
pár. 52. En la jurisprudencia del TIPY. la SA también afirmó que "tire exi.Hence of a personal 111ori­
ve does nor preclude rhe pe1petrarorfro111 a/JO lzaving rhe specific inrent w com111ir genocide" en 
Je/isic. SSA, de 5-Yll-2001, pár. 49. También doctrinalmente se ha sostenido que "The actor's 
intenr. or .Hale t1f 111ind. al tire time of petfor111ing tire acr is different rhan his 111orives. The larrer 
are tire ulri111ate ¡n1r¡wses or goa/s .wughr to be acco111plished by such cond11e1 and rhey are irre­
le1•an1". Vide BASSlOUNI. CH.: MANIKAS, P .. 711e Law of the lntemarional Cri111i11a/ Tribunal 
for rhe Fomrer Yugos/m•ia. 1996, p. 528. 
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favour and against i11cl11di11g a mofil'{lfional component asan additio11al ele­
ment of the crime. The term «as s11ch» has the effet utile of drawing a c/ear 
disti11ctio11 between mass nr11rder and crimes in which the perpetrator targets 
a specific gro11p beca use of its natio11a/it); race, eth11icity or re/igion (28). /11 
other words, the term «as s11ch» c/arifies the specific i11tent requirement. Ir 
does 11ot prohibir a conviction for ge11ocide in a case in which the perpetra­
tor was a/so driven by other motivations that are legal/y irre/evant in this 
context. Tlws the Tria/ Chamber was correct in inte1preti11g «as such» to 
mean that tite proscribed acts were committed against the victi111s because of 
thei r membership i11 the protected gro11p. b11t not so/e/y beca use of s11ch mem­
bership" (29). 

El dolus specialis es un elemento clave de los delitos intencionales, 
que se caracteriza por ser un nexo psicológico entre el resultado físico y 
el estado mental del perpetrador. Para determinar la existencia de la inten­
ción especial del crimen de genocidio resulta instructivo considerar el 
siguiente pronunciamiento de la SPI-1 del TIPR en el asunto Akayesu: 

"lllfellf is a mental factor which is diffirn/t, e1•en impossih/e, to determi­
ne. This is the reason why, in tite absence of a confession from the accused, 
his intent can be inferred from a certain number of pres11mptio11s of fact. Tite 
Chamber co11Siders that ir is possib/e to deduce tite genocida/ illfent inherent 
in a particular act charged from the general context of the pe1petratio11 of 
other rnlpable acts systematical/y directed against the same gro11p. whether 
these acrs were committed by the same offender or by others. Otherfactors, 
such as the scale of atrocities committed, tlteir general nature, in a region or 
a co11ntry, or furthermore, tite fact of deliberately and systematically targe­
ting of victims on (/Cco11nt of 111e111bership of a partirnlar group, while exclu­
ding the members of other groups can enable tite Clza111ber to infer tite geno­
cidal intent of a partirnlar act" (30). 

El TIPR ha seguido en general esta doctrina judicial sobre el método 
para valorar la intención especial genocida de un acusado, añadiendo úni­
camente que la intención de cometer un crimen, incluso el de genocidio, 
no será siempre difícil o imposible de discernir de las circunstancias del 

(28) Vide SCHABAS, W. A., Ge11ocide in /11tema1io11a/ Law, Cambridge, Cambridge 
University Press, 2000, pp. 254-255. 

(29) Niyitegeka. SSA, de 9-Vll -2004, pár. 53. 
(30) Akaye.m, SSPl-1, de 2-IX-1998, pár. 523; R111aganda, SSPl-1, de 6-XII-1999. pár. 61; 

M11.mna, SSPl-1, de 27-1-2000. pár. 166; Bagilishema, SSPl-1, de 7-Vl-2001, pár. 62; R111aganda, 
SSA, de 26-V-2003, pár. 526; Ntager11ra, Bagambiki e lmanishi1mff, SSPl-3, de 25-11-2004, pár. 
663. 
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caso (31 ). Así, en el asunto Rutaganda, la propia SPI-1 del TIPR sostuvo 
que "( ... )in practice, i11te11t can be, on a case-by-case basis, inferredfrom 
tlze material evidence submitted to tlze Chamber, inc/11ding the evidence 
which demonstrates a consisten! pattern of conduct by the Accused" (32). 

En el asunto Kayishema y Ru<.indana, la SPI-2 también estuvo de 
acuerdo en que puede ser difícil encontrar manifestaciones explícitas de 
la intención de los perpetradores. En tales circunstancias, la SPI-2 del 
TIPR sostuvo que las acciones del perpetrador, incluidas las pruebas cir­
cunstanciales o indirectas, pueden proporcionar suficientes evidencias de 
la intención (33). Opinión que ha sido confirmada por la SA del TIPR, 
entre otras justificaciones para impedir que los perpetradores del crimen 
de genocidio queden sin castigo cuando falten las manifestaciones expre­
sas de su intención genocida (34). Según el TIPR, algunos de los indicia 
reveladores de la intención genocida pueden ser "evidence such as the 
physical targeting of the group ar of their property; the use of derogatory 
language toward members of the targeted group; the weapo11s employed 
and the extent of bodily injury; the methodical way of planning, the syste­
matic manner of killing" (35). También en la jurisprudencia del TIPY, su 
sentencia en el asunto Jelisic se remitió a estos efectos al Informe de la 

(31) Kayishema y R1d11da11a. SSPl-2, de 21 -V- 1999. pár. 93; R11taga11da, SSPl- 1. de 6-Xll-
1999. párs. 61 -63: Musema. SSPl-1. de 27-1-2000. párs. 166- 167; Bagilishema. SSPl-1. de 7-Vl-
2001. párs. 62-63; Ndindabahizi. SSPl-1, de 15-Vll-2003, pár. 454; Seman~a. SSPl-3, de 15-V-
2003. párs. 313-314; Kajelijeli. SSPl-2. de l-Xll-2003. pár. 805; Ka11111lia11da , SSPl-2. de 22-1-
2004. pár. 624. 

(32) Rutaganda. SSPl-1. de 6-Xll-1999, pár. 63: Musema. SSPl-1. de 27-1-2000. pár. 167. 
(33) La SPl-2 extrajo conclusiones de un párrafo citado en el fl~forme Final de la Comisirín de 

Expertos de las Naciones Unidas sobre la situacilín en R11a111la (S/1994/674). en el que se afirmó 
que la intención específica se puede inferir a partir de hechos suficientes. tales como el número de 
miembros del grupo afectado. Véase Kayishema y R1d11da11a, SSPl-2. de 21-V-1999, pár. 93. 

(34) Kayishema y Ridndana, SSA. de l-Vl-2001. pár. 159; R11taga11da. SSA, de 26-V-2003, 
pár. 525. 

(35) Kayi.l'hema y Rll':.i11da11a. SSPl-2. de 21-V-1999. pár. 93: Rutaganda. SSPl-1. de 6-Xll-
1999. pár. 62. La SA. en Kayishema y Ru~indana, SSA. de l-Vl-2001. pár. 138. sostuvo que aun­
que la existencia de un plan genocida no es un elemento constitutivo del crimen de genocidio. la 
existencia de tal plan sería una prueba evidente del requisito de la intención específica del crimen 
de genocidio. En este mismo asunto. la SA también consideró que el realizar declaraciones contra 
los Tutsis o el estar afiliado a un grupo extremista anti -Tutsi no son condiciones sine qua 11011 para 
establecer la existencia del dolus specialis. aunque su prueba contribuiría a demostrar la existen­
cia de la intención específica del crimen de genocidio. Véase también en el mismo sentido 
R11taga11da. SSA. de 26-V-2003, pár. 525. 
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Comisión de Expertos de las Naciones Unidas (36), al afirmar que: "if 
essentially the total leadership of a group is targeted, it cottld also amo1111t 
to genocide. Such leadership inclttdes political and administrative lea­
ders, religious leaders, academics and intellectuals, business leaders and 
others - the total/y per se may be a strong indication of genocide regar­
dless of the actual numbers killed" (37). Afirmación que se complemen­
tó en el asunto Ndindabahizi, al considerar la SPI-1 del TIPR que la des­
trucción efectiva de una parte sustancial del grupo no es un elemento 
material requerido para la existencia de este delito, aunque puede ayudar 
para determinar si el acusado intentaba conseguir tal resultado (38). 

La SPI-2 del TIPR, en el asunto Kayishema y Ruzindana, declaró que 
al demostrar la "intención específica" de un acusado a través de sus pala­
bras y actos, debe encontrarse el justo equilibrio entre sus palabras y actos 
y el propósito de hecho de su conducta, especialmente cuando su inten­
ción no se deduce claramente a partir de lo que dice o hace (39). 

Al igual que afirmó la SA del TIPY en el asunto Jelisic, también la SA 
del TIPR en el asunto Rutaganda afirmó que el Estatuto del TIPR define 
a la intención específica requerida para el crimen de genocidio como la 
"intención de llevar a cabo algunos tipos específicos de destrucción" con­
tra un grupo protegido. Por lo tanto, conforme al Estatuto del TIPR, la 
intención específica implica que el perpetrador trata de destruir, total o 
parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal, 
mediante los actos enumerados en el artículo 2.2 del citado Estatuto. Para 
probar la existencia de la intención específica del crimen de genocidio, 
debe establecerse que algunos de los actos enumerados en el artículo 2.2 
se dirigieron contra alguno de los grupos mencionados en tal disposición 
y se cometieron con la intención de destruir al citado grupo como tal (40). 

(36) NU, doc. S/1994/1405: ln(11r111e Final de 9-Xl/-1994 de la Co111isiiÍ11 <le Expertos e.1ta­
blecida de conformidad con la Re.wil11dó11 935 ( 1994), del Consejo <le Seguridad de las Naciones 
Unidas. 

(37) Je/isic. SSPl-1 del TIPY, de 14-XII-1999, pár. 82. Incluso la sentencia de la SA del TIPY 
en este mismo asunto afirmó que alguno de estos indicios podían ser, entre otros: "the general con­
text, the perpetrati1111 o( other rn/pahle acts syste111atically directed againsl the sa111e gmup, tlie 
sea/e i!f atmcities Cl!11111ii11ed. the systematic targeting of victims on acco11nl (1( tlieir membersliip 
of a particular gmup. or the repetition ofdestrnctive and di.1·aimi11a101:v act.1·". 

(38) Ndindabahi:i, SSPl-1, de 15-Yll-2003, pár. 454. 
(39) Kayishema y R11zinda11a. SSPl-2, de 21-Y- 1999, pár. 93; Bagilishe111a, SSPl- 1, de 7-Yl-

2001, pár. 63. 
(40) R111aga11da. SSA, de 26-V-2003, pár. 524. 
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Tras realizar estas consideraciones generales, el TIPR ha fijado con 
mayor concreción el significado de los tres elementos que configuran la 
existencia del mens rea o dolus specialis del crimen de genocidio. 

2.1.1.- Destruir 

Un acusado puede ser responsable conforme al artículo 2 del Estatuto 
del TIPR si tiene "la intención de destruir( ... ) a un grupo". Las SPI del 
TIPR, especialmente en el asunto Semanza, se refirieron al Informe de la 
CDI en el que se afirma que la destrucción conforme al significado del 
artículo 2 es "la destrucción material de un grupo, por medios físicos o 
biológicos, y no la destrucción de la identidad nacional, lingüística, reli­
giosa, cultural o de otro tipo de un grupo determinado" (41). 

En el asunto Kayishema y Ruzindana, el TIPR trató la cuestión del 
alcance de la expresión "destrucción de un grupo" . La Fiscal sugirió que 
esta expresión debía interpretarse en sentido amplio, comprendiendo no 
sólo los actos que se realizan con la intención de causar la muerte, sino 
también algunos actos que no producen tal resultado. Observando que la 
propia jurisprudencia del TIPR ya había considerado que los actos de vio­
lencia sexual que ocurrieron en la Comuna de Taba formaban parte de un 
proceso de destrucción específico, que identificaba a las mujeres Tutsis y 
contribuía a su destrucción y a la destrucción de los Tutsis como 
grupo(42), la SPI-2 del TIPR aceptó la concepción amplia propuesta por 
la Fiscal, coincidiendo también con la CDI en que "no es necesario pre­
tender lograr la aniquilación completa del grupo en todo el mundo" (43). 

Sin embargo, algún supuesto de destrucción total en zonas geográficas 
muy concretas sí que ha aparecido en la jurisprudencia del TIPR. Así, por 
ejemplo, en opinión de la SPI-1, el carácter sistemático y masivo del ata­
que y la posterior invasión del Complejo de Mugonero no deja lugar a 
dudas acerca del hecho de que el asalto violento procedió sobre la base de 

(41) Véase NU. doc. A/5 1110: lnf()r/11e de la CD/ sobre la labor realizada en .111 48º perí()do 
de sesi()nes. p. 97. pár. 12. En el mismo sentido. véanse los pronunciamientos del TIPR en los 
asuntos Kavishema y R11zi11dana. SSPl-2. de 2 l-V-1999. pár. 95: Semanw . SSPI-3. de 15-V-2003. 
pár. 315: Kajeltjeli. SSPl-2. de l-XIl-2003. pár. 808: Kam11lw11da. SSPI-2. de 22-1-2004, pár. 627. 

(42) Akaye.111, SSPI- l. de 2-IX- 1998. pár. 731. 
(43) Véase NU. doc. A/51/10: /11f()rme de la CD/ .rnhre la labor realizada en s11 48" período 

de seJiones. p. 96. pár. 8. En la jurisprudencia del TIPR. vide Kayishema y R11zi11da11a. SSPI-2. de 
21 -V- 1999. pár. 96. 
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intentar destruir, en su totalidad, a la población Tutsi refugiada en tal 
Complejo (44). 

2.1.2.- Total o parcialmente 

Conforme al artículo 2 del Estatuto del TIPR, un acusado puede ser 
responsable penalmente del crimen de genocidio si tiene "la intención de 
destruir, total o parcialmente, a un grupo". Como ya se ha señalado, con­
forme a las sentencias de este Tribunal, para establecer la intención de 
destruir "total o parcialmente", no es necesario demostrar que el perpe­
trador pretendía lograr la aniquilación completa del grupo en todo el 
mundo. Sin embargo, el TIPR sí que ha exigido, en línea con el Informe 
de la COI, que el perpetrador debe haber intentado destruir al menos una 
parte considerable de un grupo determinado (45). En efecto, en el asunto 
Semanza, consideramos que la SPI-3 del TIPR acertó al observar que 
mientras que la Fiscal debe establecer, más allá de una duda razonable, la 
intención del perpetrador de destruir al grupo seleccionado total o par­
cialmente, no existe un umbral numérico de víctimas que sea necesario 
satisfacer para establecer la existencia del crimen de genocidio (46). 

En el asunto Kayislzema y R11<.inda11a, la SPI-2 del TIPR citó el 
Informe de la Subcomisión sobre el genocidio, en el que el Relator espe­
cial declaró que: "tlze re/a ti ve proportionate sea/e of the actual or attemp­
ted destruction of a group, by any act listed in Articles JI and 111 of the 
Genocide Convention, is strong evidence to prove the necessary intent to 
destroy a gro11p in wlzole or in part" (47). 

2.1.3.- El concepto de grupo y los grupos protegidos 

Dado que la intención especial para cometer el crimen de genocidio 
consiste en la intención de "destruir, total o parcialmente, a un grupo 
nacional, étnico, racial o religioso como tal", resulta necesario considerar 

(44) Nrnkimti111n11a y Nrakirurimnnn. SSPl-1. de 21 -11-2003. pár. 785. 
(45) Véase NU. doc. A/51/10: fl({or111e de In CD! .wbre In labor renliwdn e11 s11 ./8º período 

de sesio11e.1·. p. 96. pár. 8. En el mismo sentido. véanse en la jurisprudencia del TJPR los asuntos 
Aknyern. SSPI- 1. de 2-IX-1998. párs. 496-499: Kayislre111n y R11z.i11da11a. SSPl-2. de 2 l-V-1999. 
pár. 96: Bngilislre111a. SSPl- 1. de 7-Vl-2001. pár. 64: Se111n11z.a. SSPI-3. de 15-V-2003. pár. 316: 
Knjelijeli. SSPI-2. de l-Xll-2003. pár. 809: Kn11111/randa. SSPI-2. de 22-1-2004. pár. 628. 

(46) Se111n11z.a. SSPI-3. de 15-V-2003. pár. 316. 
(47) Knyishemn y R11z.i11dn11n. SSPl-2. de 2 l -V-1999. pár. 93. 
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la definición del grupo como tal. El artículo 2 del Estatuto del TIPR, de 
la misma manera que la Convención sobre el genocidio, estipula la exis­
tencia de cuatro grupos de víctimas: grupos nacionales, étnicos, raciales o 
religiosos (48). 

De la lectura de los trabajos preparatorios de la Convención sobre el 
genocidio (49), el TIPR ha deducido que el crimen de genocidio se perci­
bió deliberadamente como identificando únicamente a grupos "estables", 
constituidos de una forma permanente y en los que la pertenencia a los 
mismos se determina por el nacimiento, con la exclusión de otros grupos 
más "móviles" a los que uno se une a través de un compromiso volunta­
rio individual, como serían los grupos económicos o políticos. Por lo 
tanto, un criterio común a los cuatro tipos de grupos protegidos por la 
Convención sobre el genocidio es que la pertenencia a tales grupos nor­
malmente no parece ser cambiable por sus miembros, que pertenecen a él 
automáticamente, desde el nacimiento, de una manera continua y a menu­
do irremediable (50). 

En su primera sentencia en el asunto Akayes11, el TIPR proporcionó 
una definición de los cuatro tipos de grupos protegidos según criterios 
objetivos: 

"Based 011 the Notteboh111 decisio11 ( 51) re11dered by the lntemmíonal 
Co11rt of J11stice. the Chmnber holds that a nmimwl group is defined as a 
col/ection of people who are perceived to slwre a legal bond based 011 com-
111011 citi;:,enship, co11pled with reciprocity of rights llfl(I duties. 

A11 ethnic group is general/y defined as a gro11p wlwse 111e111bers share a 
co111111011 la11g1wge or cult11re. 

The co11ve11tio11al defi11itio11 of racial gro11p is based 011 the herediwry 
physical traits often identified with a geographical region. irrespective of li11-
g11istic. cultural, 11atio11al or religious factors. 

The religiuus group is one whose members share the sa111e religion, deno-
111i11mio11 or mode of worship" (52). 

(48)Akaye.rn, SSPl-1, de 2-IX-1998, pár. 510. 
(49) Actas resumidas de las reuniones del Sexto Comité de la Asamblea General, del 21 de 

septiembre al 10 de diciembre de 1948, Actas Oficiales de la Asamhka General. 
(50) Akaye.rn, SSPl- 1, de 2-IX-1998, pár. 511; R11wga11da, SSPI-1, de 6-XII-1999, pár. 57; 

Musema. SSPI-1, de 27-1-2000, pár. 162. 
(51) /.C.J. Reporr.1 1955, pp. 12-26. 
(52) Akaye.\'11, SSPl-1, de 2-IX- 1998, párs. 512-515. También en el asunto Kayishema y 

R1d11da11a, SSPl-2, de 21-V-1999, pár. 98. la SPl-2 del TIPR afirmó que: "An ethnic group is 011e 
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Sin embargo, tras proporcionar estos criterios objetivos para la defini­
ción de los grupos protegidos, la SPI-1 en el propio asunto Akayesu se 
encontró con las dificultades propias de su concreción práctica. Así, la 
SPl-1 observó que la población Tutsi no tiene un idioma propio o una cul­
tura distinta de la del resto de la población de Ruanda, que son los crite­
rios utilizados para definir objetivamente a los grupos étnicos. Sin embar­
go, la SPI-1 del TIPR concluyó en este mismo asunto que existen diver­
sos indicadores objetivos del grupo como un grupo con una identidad dis­
tinta. De esta forma, insistió en que, antes de 1994, a todo ciudadano de 
Ruanda se le exigía llevar un carné de identidad con una indicación seña­
lando el grupo étnico, que podía ser Hutu, Tutsi o Twa. La Constitución 
de Ruanda y las leyes en vigor en 1994 también identificaban a los ruan­
deses mediante una referencia a su grupo étnico. El artículo 16 de la 
Constitución de la República de Ruanda de 1 O de junio de 1991 dispone 
que "todos los ciudadanos son iguales ante la ley, sin ninguna discrimina­
ción, debida en especial a su raza, color, origen, etnia, clan, sexo, opinión, 
religión o posición social". El artículo 57 del Código civil de 1988 esta­
bleció que una persona sería identificada mediante su "sexo, grupo étni­
co, nombre, residencia y domicilio". El artículo 118 del Código civil dis­
puso que los certificados de nacimiento incluirían "el año, mes, fecha y 
lugar de nacimiento, el sexo, el grupo étnico, el nombre y apellidos del 
infante". Los Acuerdos de Arusha de 4 de agosto de 1993 de hecho esta­
blecieron la supresión de la mención de la etnia en los documentos ofi­
ciales. Además, la SPI-1 del TIPR constató que en Ruanda existían nor­
mas consuetudinarias que regían la determinación del grupo étnico 
siguiendo líneas patriarcales de herencia. La identificación de las perso­
nas como pertenecientes al grupo de los Hutus, Tutsis o Twas había llega­
do a estar muy arraigada en la cultura de Ruanda. Los testigos ruandeses 
que declararon ante la SPI-1 se identificaron a ellos mismos por su grupo 
étnico y, en general, conocían el grupo étnico al que pertenecían sus ami­
gos y vecinos. Además, la SPI-1 tuvo especialmente en cuenta que a los 
Tutsis se les concibió como un grupo étnico por aquéllos que los identifi-

whose 111e111ber.1· share a co111111011 la11g11age al1(1 rnlrure: or. a gmup which distinguishes itself, as 
.111ch (sel{ identification); m; a gmup identified as such by others, i11cl11di11J? peqJetrators of the e ri­
mes (identification by others). A racial gmup is lmsed 1111 hereditary physical traits often identi­
fied ll'ith f?eographv. A religious gmup in eludes de110111i11atio11 or 111ode o{ 11·orship ora gmup sha­
ring co111111011 belie.f1 ". 
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caron para su matanza (53). Con ello, sin embargo, la SPI-1 comenzó ya 
a sustituir o, al menos, a combinar criterios objetivos con criterios subje­
tivos (54). 

Para apreciar la existencia del crimen de genocidio, se requiere demos­
trar conforme al artículo 2 del Estatuto del TIPR que el acusado, al come­
ter Jos actos constituyentes del crimen de genocidio, intentó destruir a "un 
grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal". Las SPI del TIPR, dis­
tanciándose del enfoque objetivo avanzado en el asunto Akayesu, han 
observado que los citados conceptos no disfrutan de una definición que 
esté general o internacionalmente aceptada, sino que más bien cada uno 
de esos conceptos debe ser valorado a la luz de un contexto cultural, his­
tórico, social y político concreto (55). En consecuencia, a partir de la sen­
tencia del TIPR en el asunto Rutaganda, las SPI han sostenido que: 

'"for pwposes of applyi11g the Ge11ocide Co11\le11tio11. membership of a 
group is, i11 essence, a s11bjective rather tha11 an objective co11cept where the 
victim is perceii·ed by the pe1petrator of ge11ocide as be/011gi11g to o gro11p 
slated far destructio11. In some i11sta11ces, the victim may perceii·e 
hi111self/herself as be/011gi11g to the said group" (56). 

Para valorar si una persona concreta era un miembro de un grupo pro­
tegido, en este caso de la etnia Tutsi, las SPI han concedido una impor­
tancia primordial a las intenciones subjetivas de los perpetradores. Así, en 
el asunto Bagilishema el TIPR afirmó que: 

"A grottp may 11ot have precise/y defined bow1daries a11d there may be 
occasio11s whe11 ir is difficult to gil'e a defi11itive a11swer as to whether or 11ot 
a l'ictim was a me111ber of a protected group. Moreove1; tlie pe11>efrators of 
ge11ocide 111oy characteriz.e the targeted group in ways titar do not ful/y 
correspo11d to co11ceptio11.s of the gro11p shared general/y, or by other seg-
111e11ts of society. /11 such a rnse, the Chamber is of the opi11io11 that, 011 the 

(53) Akaye.rn, SSPl- 1, de 2-IX-1998, párs. 170-171. 
(54) MAISON, R .. "Le crime de génocide dans les premiers jugements du Tribunal 

lnternational pour le Rwanda", Re\'lle Cénérale de Dmit lntemational P11blic, 103/l, 1999, pp. 
129-146; VERDIRAME. G., "The Genocide Definition in the Jurisprudence of the Ad Hoc 
Tribunals", /111ema1io11al a11d Comparati1·e Law Q11arterly, 4913, 2000, pp. 578-598. 

(55) R111aga11da. SSPl- 1, de 6-Xll- 1999. pár. 56: M11se111a, SSPl-1, de 27-1-2000, pár. 161; 
Bagilishema. SSPl-1, de 7-Vl-2001, pár. 65; Kaje/1jeli. SSPl-2, de l -Xll-2003, pár. 811; 
Kam11ha11da, SSPl-2, de 22-1-2004, pár. 630. 

(56) R11taga11da. SSPl-1, de 6-Xll-1999, pár. 56; M11sema, SSPl-1, de 27-1-2000, pár. 161; 
Semmrza, SSPl-3, de 15-V-2003, pár. 317; Kajelijeli. SSPl-2. de l-Xll-2003, pár. 811 ; 
Kam11!1m1da. SSPl-2, de 22-1-2004, pár. 630. 
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evide11ce. if a victim was perceii·ed hy a pe17Jefratnr as belo11gi11g to a pm­
tected group. the l'ictim sho11/d be considered by the Chamber as a member 

nf the protected gro11p, for the plllposes of gen oc id e" (57). 

Por ello, las diversas SPI del TIPR han considerado que una concre­
ción de las distintas categorías de grupos debería realizarse sobre la base 
de cada caso concreto, con referencias tanto a los criterios objetivos y 
subjetivos (58). Aplicando estos criterios, según en qué casos las diversas 
SPI del TIPR han considerado que en la Ruanda de 1994, ya sea los Tutsis 
, ya sea los Tursis(59) y los Hutus (60), ya sea los Tutsis, los Hutus y los 
Twas (61 ), constituían grupos étnicos a los efectos de la Convención sobre 
el genocidio. Sólo en una ocasión una SPI ha afirmado de una manera más 
general que el grupo Tutsi claramente constituye un grupo protegido, con­
forme al significado de la Convención sobre el genocidio, sin especificar 
de qué grupo se trata (62). 

Además, ya en el asunto Akayesu la SPI-1 del TIPR consideró si los 
grupos protegidos por la Convención sobre el genocidio, reflejados en el 
artículo 2 del Estatuto, deberían limitarse únicamente a los cuatro grupos 
expresamente mencionados y si no deberían también incluir a cualquier 
gmpo que sea estable y permanente como los citados cuatro grupos. En 
otras palabras, la cuestión que se planteó es si sería imposible castigar la 
destrucción física de un grupo como tal conforme a la Convención sobre 
el genocidio, si este grupo, aunque fuese estable y a pesar de que la per­
tenencia al mismo sea por nacimiento, no cumpla la definición de cuales­
quiera de los cuatro grupos expresamente protegidos por la Convención 
sobre el genocidio. En opinión de la SPl-1 del TIPR, resulta especial­
mente importante respetar la intención de los que redactaron la 
Convención sobre el genocidio que, según se desprende de sus trabajos 

(57) Bafiílishe111a. SSPI-1. de 7-Vl-2001. pár. 65; Ndindabahizi. SSPI-1. de 15-Vll-2003. pár. 
468. 

(58) R111aga11da. SSP!-1. de 6-Xll-!999. pár. 58: M11se111a, SSPl-l. de 27-l-2000. pár. 163: 
Semanza. SSPJ-3. de !5-V-2003, pár. 317: Kaje/ijeli. SSPI-2. de l-Xll-2003. pár. 8 l l: 
Ka11111handa. SSPl-2, de 22-l-2004. pár. 630. 

(59) Kayishema y Ruzindana. SSPI-2. de 2! -V-1999. pár. 523; M11se111a. SSPI- 1. de 27-1-2000. 
pár. 934: Ntakirllli111ana y Ntakinrti111a11a, SSPI- 1, de 2 l -ll-2003. pár. 780: Se111a11za. SSPI-3. de 
!5-V-2003. pár. 424: Niyitegeka, SSPI-1 , de 16-V-2003. pár. 419: Kaje/ijeli. SSPI-2. de l-Xll-
2003. pár. 817: Nragerura. Bagambiki e /111a11ühi111we. SSPI-3, de 25-ll-2004. pár. 690. 

(60) Serushago. SSA. de 6-IV-2000. pár. 5. 
(6!) Ka11111handa. SSPl-2. de 22-l-2004. pár. 635. 
(62) Rwaganda. SSPl- l, de 6-XJl- l 999, pár. 401. 
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preparatorios, pretendían de una manera evidente asegurar la protección 
de cualquier grupo permanente y estable (63). En consecuencia, desde su 
primera sentencia, el TIPR ha considerado que la enumeración de los gru­
pos protegidos contenida en el artículo 2 de su Estatuto no constituye un 
numerus c/aus11s a los fines de apreciar la existencia del crimen de geno­
cidio. Obviamente, en su jurisprudencia no aparece ninguna concreción 
acerca de qué otros grupos humanos se pueden considerar como grupos 
protegidos a los efectos de valorar la existencia del crimen de genocidio. 

2.2.- EL ACTUS REUS: LOS SUBTIPOS PENALES CONSTITUTI­
VOS DEL CRIMEN DE GENOCIDIO 

El actus re11s del crimen de genocidio está regulado en el artículo 2.2 
del Estatuto del TIPR, en el que se prevén hasta cinco subtipos penales 
constitutivos del crimen de genocidio. Sin embargo, la jurisprudencia del 
TIPR sólo ha dedicado una atención especial a tres de ellos, a saber: 1) la 
"matanza de miembros del grupo"; 2) las "lesiones graves a la integridad 
física o mental de los miembros del grupo"; y 3) el "sometimiento inten­
cional del grupo a condiciones de vida que hayan de acarrear su destruc­
ción física, total o parcial". Los otros dos subtipos penales del crimen de 
genocidio (la "imposición de medidas destinadas a impedir los nacimien­
tos dentro del grupo" y el "traslado por la fuerza de niños del grupo a otro 
grupo") sólo han recibido una atención muy marginal y esporádica en la 
jurisprudencia del TIPR. 

2.2.1.- La matanza de miembros del grupo 

Para concretar el significado del término "matanza", el TIPR realizó, 
ya en su primera sentencia, una aplicación incorrecta de los criterios de 
interpretación de un texto autenticado en dos o más idiomas. En efecto, 
desde la sentencia Akayesu, el TIPR se olvidó de que los idiomas igual­
mente auténticos de la Convención sobre el genocidio, según su artículo 
X, son el inglés, chino, español, francés y ruso; así como que, en el caso 
de su Estatuto, se debe añadir además el árabe. Sin embargo, el TIPR se 
olvidó del principio de la igualdad de los textos autenticados en dos o más 
idiomas, que fue sustituido por el principio de la primacía de los textos 

(63) Akaye.111, SSPl-l, de 2-IX-1998, pár. 516. 
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redactados en los idiomas de trabajo del propio TIPR, es decir, en los idio­
mas inglés y francés. Así, el TIPR sostuvo que: 

"With regard to Arride 2(2)( a) (~f the Stat11te, like in the Ge11ocide 
Co11ventio11, the Chamber notes that the said paragraplr states «111e11rtre» in 
the French 1·ersion while the English 1•ersio11 states «killing». The Tria! 
Cha111ber is of the opi11io11 tirar the ter111 «killi11g» 11Sed in t/1e E11glish versio11 
is too general. since it could ve!)' well incl11de both i11te11tio11al a11d 1111i11te11-
tional !10111icides, whereas the ter111 «111e11rtre», used in the French versio11. is 
more precise. Ir is accepted that there is 11111rder wlren death has been caused 
with tire i11tentio11 to do so. as prm·ided fo1: incidentally. in the Penal Code of 
Rwanda which stipulates ü1 its Article 311 that «Ho111icide co111111itted with 
intent to cause death shall be treated as murder»" (64). 

En todo caso, este resultado interpretativo fue confirmado con otros 
dos criterios de interpretación, que no resultan en absoluto objetables. En 
primer lugar, dada la presunción de inocencia del acusado y conforme a 
los principios generales del Derecho Penal, el TIPR ha sostenido que 
debía prevalecer la versión más favorable al acusado (65) y concluyó afir­
mando que el artículo 2.2.a) del Estatuto debe interpretarse en conformi­
dad con la definición de asesinato dada en el Código penal de Ruanda, 
según la cual "meurtre" ("killing" o "matanza") es el homicidio cometido 
con la intención de causar la muerte. En segundo lugar, el TIPR observó 
a este respecto que los trabajos preparatorios de la Convención sobre el 
genocidio (66) demuestran que la propuesta formulada por algunas dele­
gaciones acerca de que se hiciera ser a la premeditación una condición 
necesaria para la existencia del crimen de genocidio fue rechazada porque 
algunos delegados consideraron innecesario hacer de la premeditación un 
requisito del crimen de genocidio; en su opinión, por sus propios elemen­
tos físicos constitutivos, el mismo crimen de genocidio necesariamente 
implica premeditación (67). En consecuencia, el TIPR entiende que 
"matanza" significa asesinato u homicidio intencional (68). 

(64) Akayern. SSPl-1, de 2-IX-1998, pár. 500; Kayishema y R11únda11a. SSPl-2. de 2 l-V-1999. 
párs. 101-103; Rlllaganda. SSPl-1. de 6-Xll-1999. pár. 50; Musema, SSPl-1. de 27-1-2000. pár. 
155; Bagilishema. SSPl-1. de 7-VI-2001. pár. 57. 

(65) Kayishema y Ruzindana. SSA. de l-YI-2001. pár. 151. 
(66) Actas resumidas de las reuniones del Sexto Comité de la Asamblea General. del 21 de 

septiembre al 10 de diciembre de 1948. Actas Oficiales <le la Asamblea General. 
(67)Akaye.111. SSPl-1. de 2-IX-1998. pár. 501. 
(68) En el asunto Bagilishema. SSPI-1. de 7-VI-2001. pár. 58, la SPl-1 del TIPR añadió un 

argumento adicional: "F11rther11111re. //1 constitllle a crime /lf ge1111cide, the e1111111erated acts 1111der 
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Resulta claro de las sentencias del TIPR que para ser considerado res­
ponsable del crimen de genocidio por matanza de miembros del grupo, la 
Fiscal debe demostrar que el perpetrador mató a uno o a más miembros 
del grupo cuando el perpetrador poseía la intención de destruir al grupo 
como tal, total o parcialmente. Dado que el elemento del mens rea en la 
matanza ya se ha tratado al hablar de la intención específica del genoci­
dio, no se requiere probar un elemento adicional de premeditación en la 
matanza (69). Un análisis de la jurisprudencia del TIPR también requiere 
que las pruebas demuestren que tal víctima o víctimas 1) o bien pertene­
cían al grupo nacional, étnico, racial o religioso seleccionado (70); 2) o 
bien el perpetrador creyó que sí que pertenecían a tal grupo (71 ). 

El hecho de que sólo una única persona resulte muerta no es causa sufi­
ciente para negar la acusación de que el perpetrador cometió el crimen de 
genocidio, si la intención evidente del perpetrador fue la de destruir, total 
o parcialmente, a la población Tutsi de una localidad concreta (72) En el 
asunto Musema, la SPI-1 del TIPR sostu'vo que para que los actos que se 
imputan a un acusado constituyan el crimen de genocidio, dichos actos 
deben haberse cometido contra una o más personas porque tal persona o 
personas eran miembros de un grupo específico y concretamente por su 
pertenencia a tal grupo (73). 

Artic/e 2(2)(a) 11111st be rn111111i1ted with intent to destmy a specijic group in wlwle or in part. 
Therefore, by their 1•ery nature t/le en11111erated acts are co11Scitms, intentiona/, 1•0/itiu11al acts that 
an i11dil•id11al ca11not commit l>y accident oras a re.rnlt of mere 11eglige11ce". 

(69) Akayesu, SSPl-1 , de 2-IX-1998, pár. 501; Kayishema y R11zi11dana, SSPl-2, de 2 l-V-1999. 
pár. 103; R111aga11da, SSPl- 1. de 6-XII-1999, párs. 49 y 50; Musema, SSPl-1 , de 27-1-2000, pár. 
155; Kayishema y R11zi11dana, SSA, de l-Vl-2001 , pár. 151 ; Bagi/ishema, SSPl-1, de 7-Vl-2001. 
pár. 55, 57 y 58; Semanza, SSPl-3. de l 5-V-2003, pár. 319: Kajelije/i, SSPl-2, de l -Xll -200'.I, pár. 
813; Ka11111ha11da, SSPl-2. de 22-1-2004, pár. 632; Ntagernra, Bagambiki e lmanisilimwe, SSPl-3, 
<le 25-11-2004. pár. 664. 

(70)Akaye.rn, SSPl-1, de 2-IX-1998, pár. 499; Kayüilema y R11zi11da11a, SSPl-2, de 2 l-V-1999, 
pár. 99; Rwaganda, SSPl-1, <le 6-Xll-1999. pár. 60; M11sema, SSPl- 1, <le 27-1-2000, pár. 154 y 
155; Bagili.l'hema. SSPI-1 , de 7-Vl-2001. pár. 55 ; Semanw . SSPl-3, de 15-V-2003, pár. 319. 

(71) Kaje/ijeli, SSPl-2, de l -Xll-2003, pár. 813. 
(72) Ndi11daballizi. SSPl- 1, de l 5-Vll-2003. pár. 47 1. 
(73) M11se111a , SSPl- 1, de 27-1-2000, pár. 165; R11taga11da. SSPI- 1, <le 6-XII- 1999. pár. 60; 

Se111a11w, SSPl-3, de 15-V-2003, pár. 316. También <loctrinalmente se ha sostenido que "no accep­
ta/Jle rationale can j11stify wlty an individ11a/ m11rde1; ifcommitted witil t/le intelll to destroy a gro11p 
«in wlwle or in part• sho11/d 1101 qualif.v as genocide". Cfr. SCHABAS, W. A .. Genocide in 
lntemational Law, Cambridge, Cambridge University Press. 2000, p. 234. 
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2.2.2.- Las lesiones graves a la integridad física o mental de los 
miembros del grupo 

Por lo que se refiere al subtipo penal del crimen de genocidio consis­
tente en causar lesiones graves a la integridad física o mental de los miem­
bros del grupo, el TIPR se ha remitido al Informe de la CDI, donde se 
indica que este supuesto comprende dos tipos de lesiones que pueden cau­
sarse a un individuo, a saber: la lesión corporal, que implica alguna forma 
de lesión física; y la lesión de la salud mental, que entraña alguna forma 
de menoscabo de las facultades mentales. La CDI observó además que la 
lesión corporal o mental infligida a los miembros de un grupo deben ser 
de una naturaleza grave como para acarrear su destrucción total o par­
cial(74). 

Las SPI de este Tribunal han sostenido que lo que son lesiones a la 
integridad "física" o "mental" deberán determinarse en cada caso concre­
to. Han sostenido que las "lesiones graves a la integridad física" no nece­
sariamente tienen que ser permanentes o irremediables (75), y que inclu­
yen actos no mortales de violencia sexual, violaciones (76), mutilaciones 

(74) Véase NU. <loe. A/51110: Informe de la CD/ sobre la labor reakatla en s1148" 11eríotlo 
de sesiones. pp. 98-99. pár. 14. En la jurisprudencia del TIPR. véanse Kajelijeli. SSPl-2. <le l-Xll-
2003. pár. 814: Ka11111handa. SSPl-2. <le 22-1-2004. pár. 633. 

(75) Akaye.111. SSPI-1. de 2-IX-1998. pár. 502: Kayishema y Ruz.indana. SSPl-2. <le 2 l -Y- 1999. 
pár. 108: R11taganda. SSPI-1. <le 6-Xll-1999, pár. 51: M11se111a. SSPl- 1. <le 27-1-2000. pár. 156: 
Semanz.a. SSPI-3. <le 15-Y-2003. pár. 320: Kaje!ijeli. SSPl-2. <le l -XII-2003. pár. 815: 
Ka11111'1anda. SSPI-2. de 22-1-2004. pár. 634. 

(76) Una novedad. que constituye una <le las más importantes contribuciones jurispru<lencia­
les del TIPR. ha si<lo la de considerar a las agresiones sexuales como uno <le los elementos mate­
riales del crilllen de genocidio. Las agresiones sexuales se comenzaron a tener en cuenta en la 
etapa en la que actuó como Fiscal Jefe del TIPR la Sra. Louise Ar/mur ( 1 <le octubre de 1996 hasta 
agosto de 1999). Durante su etapa como Fiscal Jefe. la Sra. Louise Arl}()1tr modificó la estrategia 
procesal <le la Oficina Fiscal. abarcando la investigación de la posible comisión <le crímenes 
sexuales durante el genocidio en Ruan<la. Así. en el <loculllento NU. doc. A/54/315-Sfl 999/943 (7 
de septiembre <le 1999): C11arto Informe Anual del Trih11nal /11temacional Penal para el enjuicia­
miento de los presuntos respo11Sables de genocidio .v otras violaciones graves del Derecho 
Internacional H11111a11itario cometidas en el territorio de R11anda y de los ciudadanOJ ruandeses 
pres11ntame11te res¡•on.rnb!es de genocidio y otras violaciones de esa natllrale:a cometidas en el 
territorio de EstadOJ vecinos entre el/º de enero y el 31 de diciembre de 1994. pár. 54. se afirma 
que: "Las investigaciones realizadas en diciembre de 1998 por la Oficina <lel Fiscal revelaron una 
gran cantidad de delitos sexuales cometidos contra las mujeres tutsis. Durante las investigaciones 
realizadas en siete prefecturas de Ruanda. el equipo encargado de investigar las agresiones sexua­
les entrevistó a 360 mujeres que habían formulado denuncias de violación. De acuerdo con la 
información reunida. la Fiscal considera que los delitos sexuales fueron planificados y que se 
cometieron de lllanera sistelllática y generalizada con la participación activa de los soldados. los 
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e interrogatorios combinados con golpes y/o amenazas de muerte (77). En 
el asunto Kayishema y Ruzindana, la SPI-2 sostuvo que la expresión 
"lesiones graves a la integridad física" significa "harm that seriously i11ju­
res tite healtlz, causes disfigurement or causes any serious injury to the 
externa/, interna/ organs or senses" (78). 

Por lo que se refiere a las "lesiones graves a Ja integridad mental", la 
SPI-2 del TIPR en el asunto Kayishema y Ruzindana las ha concebido en 
el sentido de incluir algo más que una simple alteración menor o tempo­
ral de las facultades mentales como infligir un gran miedo o terror, inti­
midación o amenaza (79). Quizás el estadio actual del Derecho a este res­
pecto está reflejado de una manera adecuada en la siguiente conclusión 
obtenida por la SPI-3 del TIPR en el asunto Semanza tras examinar la 
jurisprudencia: 
milicianos lnterahamwe y las autoridades gubernamentales y administrativas a nivel local y nacio­
nal". En consecuencia, según las pruebas de las que disponía la Oficina del Fiscal, la violación se 
imputó bien como crimen de lesa humanidad, bien como constitutiva del crimen de genocidio, ya 
que no siempre se pudo probar la intención cualificada necesaria para que la violación pudiera ser 
considerada como genocidio. Véase, a título de ejemplo, el Acta de acusación modificada de sep­
tiembre de 1997 en el asunto la Fiscal contra el S1: lean Pau/ Akaye.m y el Acta de acusación de 
22 de agosto de 1998 en el asunto la Fiscal contra el S1: Josepb Nzirorera. En la doctrina, vide 
LAVIOLETIE, N., "Commanding rape: sexual violence, command responsibility and the prose­
cution by the lntemational Criminal Tribunals for the Former Yugoslavia and Rwanda", The 
Canadian Yearbook of lnlemaliona/ law, 36. 1998, pp. 93-150; ASKIN. K. D., "Sexual Yiolence 
in Decisions and lndictments of the Yugoslav and Rwanda Tribunals: Curren! Status", American 
Jo11rnal of lntemaliona/ la11~ 9311, pp. 97-123; RUSSELL-BROWN. S. L., "Rape asan act of 
Genocide", Berkeley Journal of lnternational Law, 2112. 2003, pp. 350-374. 

(77) En el asunto Akayesu, SSPl-1, de 2-IX-1998, pár. 503, sin diferenciar entre lesiones gra­
ves a la integridad física o mental, la SPl-1 se remitió a la sentencia de l 2-Xll-1961 de la Corte 
de Distrito de Jerusalén en el asunto Adolf Eichmann, en donde se ajimuí que: "by tbe enslaw­
menl. sta1vatio11. deportation 11111/ persern1ion ( ... ) a11d by tbeir rletention in ghettos. transil cam¡u 
wul co11ce11tralio11 ca111p.1· in co11di1ions which were designed to cause their t!egradmion, depriva­
tion <if tbeir rigbts as human /Jeings. anti lo s11ppre.u the111 and cause 1he111 i11h11111a11e rnffering and 
torture". "Attorney General of the Government of Israel vs. Adolf Eichmann, District Court of 
Jerusalcm. 12 December 1961 ",publicado en The ln1ema1ional law Re¡mrts, 36, 1968, p. 340. De 
ahí la SPl-1 indujo que, a los fines de interpretar el artículo 2.2.b) del Estatuto del TIPR. las lesio­
nes graves a la integridad física o mental comprenden, sin carácter exhaustivo, los actos de tortu· 
ra, sean físicos o mentales. los tratos inhumanos o degradantes y la persecución. De una manera 
similar, en los asuntos R111aga11da. SSPl-1. de 6-Xll-1999, pár. 51; en Mmema, SSPl-1. Je 27-1-
2000, pár. 156; y en Bagilishema, SSPl-1, de 7-Vl-2001. pár. 59. el TlPR atlrmó que "1he 
Cha111/Jer 11ntlers11111t!.1· 1he ll'ords «serio11s b11dily or 111e111a/ lwm1 » /O i11d11de. b11t 11m limited 111, 
acts 11" b11dily or 111e111a/ t11rt11re, i11hu111ane or degrading //"l'a/111e11t, rape . .l'exual vi11/e11ce. ami per­
sec11ti1111". 

(78) Kayishema y R11zindana. SSPl-2, de 21 -V- 1999, pár. 109; Semanw. SSPl-3, de 15-V-
2003, pár. 320; Ntagerura. Baga111biki e /111anishi111ll'e, SSPI-3, de 25-11-2004. pár. 664. 

(79) Kayishema y R11ú11da11a, SSPl-2, de 21-V-1999. pár. 110; Se111a11w, SSPl-3, de 15-V­
~00.\ pár. 321. 
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"The Cha111ber adopts the foregoing standards prono1111ced in Akayesu 
and Kayishema a11d Ru:;,i11da11a as to the determi11atio11 of serious bodily or 
mental harm. /11 additio11, the Chamberfi11ds tlwt serious mental harm 11eed 
not be per111a11e11t or irremediable" (80). 

Cabe, además, señalar que cuando una SPI del TIPR ha concluido que 
un acusado es penalmente responsable por la matanza de miembros del 
grupo Tutsi, dicha SPI se ha negado a considerar la cuestión de si el acu­
sado o sus subordinados causaron también lesiones graves a la integridad 
física o mental de los miembros de la población Tutsi (81 ). 

2.2.3.- El sometimiento intencional del grupo a condiciones de vida 
que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial 

La SPI-1 ha sostenido que la expresión "sometimiento intencional del 
grupo a condiciones de vida que hayan de acarrear su destrucción física, 
total o parcial" debe interpretarse como los métodos de destrucción 
mediante los cuales el perpetrador no pretende matar inmediatamente a 
los miembros del grupo, aunque en última instancia persiguen sus des­
trucción física (82). 

Para interpretar el artículo 2.2.c) del Estatuto del TIPR, la SPI-1 ha 
defendido la opinión de que los medios utilizados para el sometimiento 
intencional del grupo a condiciones de vida que hayan de acarrear su des­
trucción física, total o parcial, incluyen, inter alia, el sometimiento de un 
grupo de personas a dietas de subsistencia, la expulsión sistemática de sus 
hogares y la reducción de los servicios médicos esenciales por debajo de 
los mínimos requeridos (83). En el asunto Kayishema y R11-:;,i1Zda11a, la 
SPI-2 del TIPR, basándose en los trabajos preparatorios de la Convención 
sobre el genocidio, consideró que esta disposición incluye las circunstan­
cias que llevarían a una muerte lenta, como la falta de alojamiento, vesti-

(80) Se111an~a. SSPI-3. de 15-V-2003. pár. 322. Véanse igualmente los asuntos Kaje/ijeli. 
SSPl-2, tk l -Xll-2003. pár. 816: Ka11111ha11da. SSPI-2, de 22-1-2004, pár. 634: Nragerura. 
Baga111/Jiki e lmani.l'himwe. SSPl-3. de 25-11-2004. pár. 664. 

(81) Kajelijeli. SSPl-2. de l-Xll -2003. pár. 844. 
(82) Akaye.111. SSPl-1. de 2-lX- 1998. pár. 505: R11raga11da. SSPl-1. de 6-Xll-1999. pár. 52: 

M11se111a. SSPl-1. de 27-1-2000. pár. 157. 
(8J) Akaye.w. SSPl-1. de 2-IX-1998. pár. 506: R11raga11da. SSPl-1. de 6-Xll-1999. pár. 52: 

M11se111a, SSPl-1. de 27-1-2000. pár. 157. 
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do, higiene y cuidado médico apropiado, o el trabajo o el ejercicio físico 
excesivo (84). 

2.2.4.- La imposición de medidas destinadas a impedir los naci­
mientos dentro del grupo 

Al interpretar el artículo 2.2.d) del Estatuto, el TIPR considera que la 
imposición de medidas destinadas a impedir los nacimientos dentro del 
grupo es un subtipo penal del crimen de genocidio que abarca la mutila­
ción sexual, la práctica de la esterilización forzosa, el control de los naci­
mientos forzados, la separación forzosa de los sexos y la prohibición de 
los matrimonios. En las sociedades patriarcales, como era el caso de 
Ruanda en 1994, en las que la pertenencia a un grupo se determina por la 
identidad del padre, un ejemplo de imposición de medidas destinadas .a 
impedir los nacimientos dentro del grupo es el supuesto en el que, tras ser 
violada, una mujer de un grupo resulta deliberadamente embarazada por 
un hombre de otro grupo, con la inte nción de hacerla dar a luz a un niño 
que consecuentemente no pertenecerá al grupo de su madre (85). 

Es más, el TIPR ha defendido que la imposición de medidas destina­
das a impedir los nacimientos dentro del grupo puede abarcar la imposi­
ción de medidas físicas, pero estas medidas también pueden ser mentales. 
Por ejemplo, la violación puede ser una medida destinada a impedir los 
nacimientos cuando la persona violada rehúsa posteriormente a procrear, 
de la misma manera como los miembros de un grupo pueden ser llevados, 
a través de amenazas o traumas, a no procrear (86). 

2.2.5.- El traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo 

Con respecto al traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo, 
el TIPR es de la opinión que, al igual que en el supuesto de la imposición 
de medidas destinadas a impedir los nacimientos, el objetivo no es sólo 
sancionar un acto directo de traslado por la fuerza física, sino también 

(84) Kayishema y R11::.i11dww, SSPl-2, de 2 1-V-1999, párs. 115-116. En la doctrina. vide 
ROBINSON. N., '/11e Genocide Co11ve111io11: A C11111111entary. 1960, p. 123. 

(85) Akaye.rn. SSPl-1, de 2-IX-1998, pár. 507; Kayishema y R1d 11dt111a, SSPl-2, de 21 -V-1999, 
pár. 117; R11taga11da. SSPl- 1. de 6-Xll- 1999, pár. 53; Musema, SSPl-1 , de 27-1-2000, pár. 158. 

(86) Akaye.rn, SSPl- 1, de 2-IX- 1998, pár. 508; Kayishema y Rldll/lana, SSPI-2. de 2 l -V-1999, 
pár. 117. 
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sancionar cualquier acto de amenazas o traumas que podrían llevar al tras­
lado forzoso de niños de un grupo a otro grupo (87). 

3.- CONSIDERACIONES FINALES 

El 8 de noviembre de 1994, el Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas adoptó su Resolución número 955 ( 1994), por trece votos a favor, 
la abstención de China y el voto finalmente en contra de la propia Ruanda, 
por la que estableció el Tribunal Internacional Penal para el enjuicia­
miento de los presuntos responsables de genocidio y otras violaciones 
graves del Derecho Internacional Humanitario cometidas en el territorio 
de Ruanda y a ciudadanos de Ruanda responsables de genocidio y otras 
violaciones de esa naturaleza cometidas en el territorio de Estados veci­
nos entre el 1 º de enero de 1994 y el 31 de diciembre de 1994. 

Casi diez años después de su establecimiento, cabe recordar que la 
mera existencia del TIPR supone por sí sola uno de los grandes avances 
del Derecho Internacional Penal, ya que, por primera vez, se trata de un 
Tribunal internacional cuya competencia está prevista para conocer de 
crímenes cometidos por individuos en el marco de un conflicto armado de 
carácter no internacional. Los anteriores tribunales internacionales, como 
los Tribunales Internacionales Militares de Nuremberg y Tokio, o incluso 
el propio TIPY, fueron tribunales circunscritos a conflictos armados de 
carácter internacional. Sin embargo, la mera existencia del TIPR signifi­
ca que, finalmente, las violaciones masivas de los Derechos Humanos y 
del Derecho Internacional Humanitario acaecidas en el marco de un con­
flicto no internacional, también han sido consideradas por el Consejo de 
Seguridad como una amenaza a la paz y a la seguridad internacionales, lo 
que le permitió actuar en el marco del Capítulo VII de la Carta. 

Ello no significa que se pueda hablar de dos clases de crimen de geno­
cidio, según se trate de conflictos armados de carácter internacional o sin 
ese carácter. La definición del crimen de genocidio es la misma para 
ambos tipos de conflictos, e incluso en ausencia de conflicto armado, ya 
que el artículo 2 del Estatuto del TIPR no es más que una mera reproduc­
ción de los artículos II y III de la Convención sobre el genocidio. El gran 
valor, a estos efectos, de la jurisprudencia del TIPR consiste en que, por 

(87) Akayesu. SSPl-1. de 2-IX-1998. pár. 509; Kavishema v R1d11da11a. SSPl-2. de 21 -V- 1999. 
pár. 118; R111aga11da. SSPl-1. de 6-XIl-1999. pár. 54; Musema. SSPl-1. de 27-1-2000. pár. 159. 
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primera vez, se ha perseguido judicialmente a nivel internacional a los 
principales perpetradores de un crimen de genocidio acaecido en el marco 
de un conflicto interno. Aún así, la jurisprudencia asentada por el TIPR 
acerca de la definición del crimen de genocidio, dada la validez universal 
de su definición jurídica, constituye un importante y sólido precedente 
para todos los tribunales, tanto internacionales como internos, que deban 
enfrentarse a un asunto en el que se impute la comisión de un crimen de 
genocidio. 
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